
 

 

 

Departamento Administrativo de la Función Pública 

Concepto 218511 

Fecha: 14/06/2022 

Bogotá, D.C., 

REF. INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES. ¿Puede un edil de un municipio del 
departamento de Antioquia vincularse a un cargo en provisionalidad del nivel nacional 
renunciando a las posibles erogaciones (honorarios) que percibe como edil? Radicado 
20229000220762 del 26 de mayo de 2022. 

En atención a su interrogante contenido en el oficio de la referencia, relacionado con la 
viabilidad de que un edil de un municipio del departamento de Antioquia vincularse a un 
cargo en provisionalidad del nivel nacional renunciando a las posibles erogaciones 
(honorarios) que percibe como edil, me permito manifestarle lo siguiente: 

Sea lo primero señalar respecto del régimen de inhabilidades e incompatibilidades que la 
Sala Plena del Consejo de Estado en Sentencia dictada el 8 de febrero de 2011, 
consideró lo siguiente: 

“Las inhabilidades e incompatibilidades, en tanto limitan la libertad y los derechos de las 
personas, son de origen constitucional y legal. La tipificación de sus causas, vigencia, 
naturaleza y efectos es rígida y taxativa; su aplicación es restrictiva, de manera que 
excluye la analogía legis o iuris, excepto en lo favorable; están definidas en el tiempo, 
salvo aquellas de carácter constitucional (verbi gratia arts. 179 No.1, 197 y 267 C.P.); y, 
además, hacen parte de un conjunto de disposiciones que integran un régimen jurídico 
imperativo y de orden público, razón por la cual no son disponibles ni pueden ser 
derogadas por acuerdo o convenio”. 

(Las negrillas y subrayas son de la Sala). 

De acuerdo con el Consejo de Estado, por su naturaleza, las inhabilidades e 
incompatibilidades son taxativas, expresas y de interpretación restrictiva, sin que puedan 
buscarse analogías o aducirse razones para hacerlas extensivas a casos no 
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comprendidos por el legislador, pues la voluntad de este no puede ser suplantada, en 
detrimento de derechos de terceros o de intereses sociales que exigen la sujeción estricta 
al texto de la ley prohibitiva. 

Por su parte, la Corte Constitucional mediante sentencia C-546 de 1993, magistrado 
ponente: Carlos Gaviria Díaz de 1993, respecto a las inhabilidades señaló: 

“Las inhabilidades, como las demás calidades, exigencias o requisitos que deben reunir 
los candidatos para efectos de su incorporación al servicio del Estado, en empleos de 
carrera o de libre nombramiento y remoción, deben estar consagradas en forma expresa y 
clara, y pueden hacer parte del estatuto general que rige la función pública, o de manera 
específica, del estatuto de carrera, o de personal de cada entidad, sector o rama del 
poder público”. 

Teniendo en cuenta lo preceptuado por el Consejo de Estado y la Corte Constitucional en 
cuanto a las inhabilidades, incompatibilidades, así como las demás calidades, exigencias 
o requisitos que deben reunir los candidatos para efectos de su incorporación al servicio 
del Estado, tenemos que las mismas deben estar consagradas en forma expresa y clara 
en el Estatuto General que rige la función pública y son taxativas y de interpretación 
restrictiva. 

Ahora bien, en relación con las prohibiciones para desempeñar simultáneamente más de 
un cargo público o recibir más de una asignación proveniente del tesoro público, la 
Constitución Política determina lo siguiente: 

“ARTÍCULO 128. Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público 
ni recibir más de una asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o de 
instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente 
determinados por la ley. 

Entiéndase por tesoro público el de la Nación, el de las entidades territoriales y el de las 
descentralizadas.” 

De acuerdo con lo previsto en la Constitución Política y en la ley, se tiene que nadie podrá 
desempeñar simultáneamente más de un empleo público, ni recibir más de una 
asignación que provenga del tesoro público. 

Ahora bien, respecto de la clasificación de los ediles, el Artículo 123 de la Constitución 
Política determina que son servidores públicos los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas 
territorialmente y por servicios. 

En ese sentido, los ediles son considerados como servidores públicos, en razón a que 
hacen parte de una corporación pública, como es el caso de las juntas administradoras 
locales, sin que tengan la calidad de empleados públicos, ni de trabajadores oficiales. 

Ahora bien, en relación con las incompatibilidades asociadas a los ediles, la Ley 136 de 
1994 determina lo siguiente: 
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“ARTÍCULO 126. INCOMPATIBILIDADES: Los miembros de las Juntas Administradoras 
Locales no podrán: 

1. Aceptar cargo alguno de los contemplados en el numeral dos de las 
incompatibilidades aquí señaladas, so pena de perder la investidura. 

2. Celebrar contrato alguno en nombre propio o ajeno, con las entidades públicas del 
respectivo municipio, o ser apoderados ante las mismas, con las excepciones que 
adelante se establecen. 

3. Ser miembros de juntas directivas o consejos directivos de los sectores central o 
descentralizado del respectivo municipio o de instituciones que administren 
tributos precedentes del mismo. 

4. Ser representantes legales, miembros de juntas o consejos directivos, auditores o 
revisores fiscales, empleados o contratistas de empresas que presten servicios 
públicos domiciliarios o de seguridad social en el respectivo municipio o distrito. 

PARÁGRAFO: El funcionario municipal que celebre con un miembro de la Junta 
Administradora Local un contrato o acepte que actúe como gestor en nombre propio o de 
terceros, en contravención a lo dispuesto en el presente Artículo, incurrirá en causal de 
mala conducta. 

ARTÍCULO 127. DURACIÓN DE LAS INCOMPATIBILIDADES. Las incompatibilidades 
de los miembros de juntas administradoras locales municipales y distritales tendrán 
vigencia hasta la terminación del período constitucional respectivo. En caso de renuncia 
se mantendrán durante los seis (6) meses siguientes a su aceptación, si el lapso que 
faltare para el vencimiento del período fuere superior. 

Quien fuere llamado a ocupar el cargo de miembro de junta administradora local, quedará 
sometido al mismo régimen de incompatibilidades a partir de su posesión.” (Subraya fuera 
del texto) 

Sobre el tema, la Corte Constitucional, en sentencia C-307 de 1996, Magistrado Ponente, 
Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, señaló: 

“INCOMPATIBILIDADES DEL CONCEJAL Y MIEMBROS DE JUNTA ADMINISTRADORA 
LOCAL/CODIGO DISCIPLINARIO UNICO. 

La condición de servidor público que cobija también, como se ha dicho, a los concejales y 
a los miembros de las juntas administradoras locales, le da a la persona que ejerce la 
función, una gran capacidad de influencia sobre quienes manejan dineros públicos o 
deciden asuntos de Estado, con lo cual se podría generar un conflicto de intereses entre 
dichos servidores y la Administración, en perjuicio del interés general y de los principios 
que regulan la función pública. El objetivo de esas disposiciones resulta entonces 
bastante claro, en cuanto que trata de impedir que se mezcle el interés privado del 
servidor público, con el interés público, y evitar, por tanto, que pueda valerse de su 
influencia, para obtener cualquier provecho en nombre propio o ajeno. Las 
incompatibilidades establecidas para los concejales y miembros de las juntas 
administradoras locales señaladas en la Ley 136 de 1994 -"por la cual se dictan normas 
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tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios"-, hacen 
parte integral del régimen disciplinario único, pues lejos de ser contrarias a su espíritu, 
son complementarias, en cuanto desarrollan la incompatibilidad que en forma general se 
encuentra descrita en el literal acusado. 

El artículo 123 de la Constitución Política, incluyó ciertamente a los miembros de las 
corporaciones públicas -como los concejos y las juntas administradoras locales- entre los 
servidores públicos, y estableció, como principio general, el que éstos se encuentran al 
servicio de la comunidad y ejercerán sus funciones de conformidad con la Constitución, la 
ley y los reglamentos. Así mismo, el Artículo 133 del mismo ordenamiento señala que los 
miembros de los cuerpos colegiados de elección directa, representan al pueblo y deberán 
actuar consultando la justicia y el bien común, confirmando la finalidad querida con la 
imposición de un régimen disciplinario que como se dijo, es el de defender los intereses 
generales y el beneficio de la comunidad. 

En relación con las incompatibilidades, éstas hacen parte del régimen disciplinario y 
buscan mantener la probidad del servidor público en el ejercicio de sus funciones, a través 
del señalamiento de impedimentos legales, relacionados con la imposibilidad del ejercicio 
simultáneo de dos actividades o cargos que puedan poner en entredicho la transparencia 
debida para el normal desarrollo de la actividad pública. 

(...) 

La condición de servidor público que cobija también, como se ha dicho, a los concejales y 
a los miembros de las juntas administradoras locales, le da a la persona que ejerce la 
función, una gran capacidad de influencia sobre quienes manejan dineros públicos o 
deciden asuntos de Estado, con lo cual se podría generar un conflicto de intereses entre 
dichos servidores y la Administración, en perjuicio del interés general y de los principios 
que regulan la función pública. El objetivo de esas disposiciones resulta entonces 
bastante claro, en cuanto que trata de impedir que se mezcle el interés privado del 
servidor público, con el interés público, y evitar, por tanto, que pueda valerse de su 
influencia, para obtener cualquier provecho en nombre propio o ajeno. 

Ahora bien, con relación con la facultad de fijar condiciones razonables para el 
desempeño de la función pública, debe señalarse que ésta emana de la cláusula general 
de competencia contenida en el Artículo 150 numeral 23 de la Constitución Política, que 
permite al legislador “Expedir las leyes que regirán el ejercicio de las funciones públicas y 
la prestación de los servicios públicos”. Disposición que, a su vez, es concordante con el 
Artículo 293 del mismo ordenamiento Superior, el cual delega expresamente en la ley la 
determinación de las calidades, inhabilidades e incompatibilidades de los ciudadanos 
elegidos por voto popular para el desempeño de funciones públicas en las entidades 
territoriales. 

(...) 

De acuerdo con lo anterior, cabe advertir, que las incompatibilidades establecidas para los 
concejales y miembros de las juntas administradoras locales señaladas en la Ley 136 de 
1994 -"por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios"-, hacen parte integral del régimen disciplinario único, 
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pues lejos de ser contrarias a su espíritu, son complementarias, en cuanto desarrollan la 
incompatibilidad que en forma general se encuentra descrita en el literal acusado. 

Efectivamente, el Artículo 45 y 46 de la ley 136 se refiere en forma expresa a las 
incompatibilidades y excepciones de los concejales y el Artículo 126 y 128 del mismo 
ordenamiento, a las incompatibilidades y excepciones de los miembros de las juntas 
administradoras locales. Así, si a estos servidores públicos les está prohibido aceptar o 
desempeñar cargo alguno en la administración pública, vincularse como trabajadores 
oficiales o contratistas, ser apoderados ante las entidades públicas del respectivo 
municipio (o ante quienes administren tributos procedentes del mismo para el caso de los 
concejales), celebrar contratos o realizar gestiones con funcionarios municipales, así 
mismo, les está permitido directamente o por medio de apoderado, intervenir “en las 
diligencias o actuaciones administrativas y jurisdiccionales en las cuales conforme a la 
ley, ellos mismos, su cónyuge, sus padres o sus hijos tengan legítimo interés”, y “ser 
apoderados o defensores en los procesos que se ventilen ante la rama jurisdiccional del 
poder público.”(Artículos 46 y 128 de la ley 136 de 1994). (Subrayado y negrilla nuestro) 

De acuerdo con las normas y jurisprudencia en cita, los miembros de las juntas 
administradoras locales no pueden, so pena de perder la investidura, aceptar o 
desempeñar cargo alguno en la administración pública. 

Por lo tanto, en criterio de esta Dirección Jurídica, un miembro de una junta 
administradora local se encuentra inhabilitado para vincularse como empleado público en 
la administración pública (tanto territorial como nacional) hasta tanto termine su período 
constitucional respectivo, y en caso de renuncia, dicha incompatibilidad se mantendrán 
durante los seis (6) meses siguientes a su aceptación, si el lapso que faltare para el 
vencimiento del período fuere superior, de conformidad con los artículos 126 y 127 de la 
Ley 136 de 1994. 

Así las cosas, y atendiendo puntualmente su interrogante, se colige que, como quiera que 
los ediles en virtud de lo previsto en el Artículo 123 de la Constitución Política son 
considerados como servidores públicos por hacer parte de una corporación pública (junta 
administradora local), se colige que no pueden, so pena de perder la investidura, aceptar 
o desempeñar cargo alguno en la administración pública. 

De igual manera, en caso que el edil reciba honorarios por su actividad como servidor 
público de una corporación pública, por expresa disposición contenida en el 
Artículo 128 Constitucional, se encuentra inhabilitado para recibir simultáneamente 
remuneración como servidor público. 

Por último, para mayor información respecto de las normas de administración de los 
empleados del sector público, las inhabilidades e incompatibilidades aplicables a los 
mismos; así como la normatividad que ha emitido el Gobierno Nacional a propósito de la 
emergencia ocasionada por el Covid â¿¿ 19, me permito indicar que en el 
link /eva/es/gestor-
normativo y https://coronaviruscolombia.gov.co/Covid19/index.html podrá encontrar 
conceptos y normativa relacionados con el tema. 

El anterior concepto se imparte en los términos del artículo 28 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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Cordialmente, 

ARMANDO LÓPEZ CORTES 

Director Jurídico 

Proyectó: Maia Borja 

Revisó: Harold Herreño 

11602.8.4 

NOTAS DE PIE DE PÁGINA 

1. Sentencia proferida dentro del Expediente N°: 11001-03-15-000-2010-00990-
00(PI) Demandante: Cesar Julio Gordillo Núñez. 

2. “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios”. 

 

Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo emitió.  


